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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados
PROYECTO DE LEY

El Senado y la  Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de;
LEY:

Artículo 1º.- Modificase el artículo 9° de la ley N° 10.205, Capitulo V “Del Importe de los Beneficios” – Texto ordenado por Decreto N° 176/94 y posteriores modificaciones introducidas por las leyes N° 11.592, 11.698, 12.686, 13.243, 13.248, 13.791 y 13.847, el que quedará redactado de la siguiente manera:
“Artículo 9.- Las pensiones a la vejez y por invalidez tendrán carácter vitalicio. El monto de los beneficios que otorga esta ley equivaldrá al setenta (70) por ciento del haber jubilatorio mínimo vigente para los beneficios del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires, exceptuándose a la pensión acordada a los menores discapacitados conforme el artículo 6° de la presente ley, cuyo monto equivaldrá al cien (100) por ciento del haber jubilatorio mínimo vigente para los beneficios del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires. Dichos montos serán automáticamente reajustados toda vez que se incrementen los mínimos vigentes.”
Artículo 2º.- La presente Ley entrará en vigencia a partir del día de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS:
Señor Presidente:
La presente iniciativa tiene por objeto una reforma sustancial en relación al componente monetario del haber pensionario consagrado en el artículo 6° de la ley N° 10.205 “Estableciendo Régimen de Pensiones Sociales”.   
A modo introductorio, la referenciada ley N° 10.205 establece el régimen de pensiones sociales no contributivas que el estado Provincial acuerda a los sectores de nuestra sociedad que no pueden valerse por sí mismos para cubrir las mínimas necesidades de subsistencia, atención de la salud, vivienda y esparcimiento. En este marco legislativo, la ley consagra a partir del artículo 6° las denominadas pensiones por discapacidad, las cuales se otorgan a los menores de 21 años discapacitados psico o físicamente en forma permanente, cuando justifiquen los recaudos allí consagrados.

Por su parte, el artículo 9º de la ley 10.205 dedica específicamente su texto a la determinación del monto de las pensiones sociales, es decir, de los beneficios de carácter especial, no contributivas. A los efectos de la determinación del cuantum del haber pensionario, el legislador remite al monto del haber jubilatorio mínimo del Instituto de Previsión Social de la provincia de Buenos Aires. Así entonces, el monto de las pensiones sociales deberá ser equivalente al 70 por ciento del haber jubilatorio mínimo; asimismo, el texto precisa que el monto deberá reajustarse automáticamente toda vez que se incrementen los mínimo vigentes.

             Sin perjuicio de ello, en el caso particular de los menores discapacitados y atendiendo a las especiales características de este tipo de beneficiarios, se cree oportuno efectuar un ajuste en el monto de sus pensiones puesto que la realidad social refleja que los porcentajes establecidos en su oportunidad no logran cumplir los objetivos que el legislador se propuso en oportunidad de la sanción de la ley en cuestión.

Es dable destacar, que la Organización Mundial de la Salud y el Grupo del Banco Mundial han producido conjuntamente un Informe mundial sobre la discapacidad, publicado el 9 de junio de 2011, a fin de proporcionar datos destinados a la formulación de políticas y programas innovadores que mejoren la vida de las personas con discapacidad. Del informe mencionado surge que “las personas con discapacidad tienen peores resultados sanitarios, peores resultados académicos, una menor participación económica y unas tasas de pobreza más altas que las personas sin discapacidad. En parte, ello es consecuencia de los obstáculos que entorpecen el acceso de las personas con discapacidad a servicios que muchos de nosotros consideramos obvios, en particular la salud, la educación, el empleo, el transporte, o la información. Esas dificultades se exacerban en las comunidades menos favorecidas”.

Una característica particular del informe es que presenta un análisis de costo socio-económico de la discapacidad.   Se reconoce que la discapacidad conlleva un costo económico y social alto. Las personas con discapacidad y sus familias por lo general realizan mayores gastos que las personas sin discapacidad para lograr la misma calidad de vida.  

Asimismo, Argentina es Estado parte del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que tiene además en nuestro ordenamiento jurídico jerarquía constitucional, a partir de su incorporación expresa por el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, órgano de fiscalización del Pacto, ha dictado la Observación General No 5/94 sobre personas con discapacidad, la cual establece, en relación a las Obligaciones Generales de los Estados:  "la obligación de los Estados Partes en el Pacto de promover la realización progresiva de los derechos correspondientes exige claramente de los gobiernos que hagan mucho mas que abstenerse sencillamente de adoptar ciertas medidas que pudieran tener repercusiones negativas para las personas con discapacidad. En el caso de este grupo tan vulnerable y desfavorecido, la obligación consiste en adoptar medidas positivas para reducir las desventajas estructurales y para dar trato preferente apropiado a las personas con discapacidad, a fin de conseguir los objetivos de la plena participación a igualdad dentro de la sociedad para todas ellas. Esto significa que, en la casi totalidad de los casos, se necesitarán recursos adicionales para esta finalidad, y que se requerirá la adopción de una extensa gama de medidas elaboradas especialmente".
Consecuentemente, en el marco de las políticas sociales implementadas por el Gobierno Provincial y con el fin de paliar el déficit descripto, es que proponemos elevar el importe del beneficio establecido en virtud del artículo 6° de la ley 10.205, al cien (100) por ciento del haber jubilatorio mínimo vigente para los beneficios del Instituto de Previsión Social, proponiendo la modificación del artículo 9° en lo que respecta al otorgamiento de la pensión social a menores discapacitados, respetando la fórmula automática de ajuste monetario allí consagrada. 
Entendemos a la presente iniciativa legislativa como un acto de absoluta justicia, permitiendo aliviar la situación del sector de la población de nuestra Provincia constituido por los menores discapacitados, los que, dadas sus características, no tienen otra posibilidad de ver una mejora en su situación socioeconómica.
Por los fundamentos expuestos, solicito a los señores legisladores acompañen con su voto positivo la aprobación del presente proyecto de ley.
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